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Valledupar, julio doce (12) de dos mil veintidós (2022). - 
 

  
1. ASUNTO A TRATAR 

  
Procede el despacho a proferir sentencia dentro de la acción de tutela interpuesta por CARMEN EDITH BARRIOS 
ARRIETA en contra de COOMEVA EPS. EN LIQUIDACIÓN, con el fin de que se le protejan sus derechos 
fundamentales al Debido Proceso, y a la Seguridad Social.  

2. HECHOS: 

 
Los hechos que sustentan la presente acción de pueden resumirse de la siguiente manera:    
 
Manifiesta el accionante que, el 06 de enero de 2021 la EPS COOMEVA emitió la calificación de pérdida de 
capacidad laboral, donde se determinó como P.C.L., un 52.55% de origen común, y que el 21 de enero de 2021 se 
interpuso recurso de apelación en contra del dictamen de PCL emitido por esta EPS.  
 
Que, en vista de que no se había remitido su expediente, ni pagado los honorarios anticipados ante la JUNTA 
REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL MAGDALENA, en el mes de abril de 2022, procedió a 
solicitarle a la EPS., COOMEVA EN LIQUIDACIÓN que procediera con la remisión de dicho expediente y el 
respectivo pago que le correspondía. 
 
Aduce que el 18 de abril de 2022 la EPS COOMEVA en liquidación emitió respuesta en la que le informó que 
remitiría su expediente a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL MAGDALENA, pero que 
no ocurrió así.  
 
Que, en vista de lo anterior, en el mes de mayo solicitó nuevamente a la EPS COOMEVA EN LIQUIDACIÓN para 
que procediera con la remisión del expediente a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL 
MAGDALENA, y ésta de la misma manera que el 18 de abril de 2022, el 20 de mayo de 2022, la EPS COOMEVA 
vuelve a informarle que trasladaría su expediente a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL 
MAGDALENA. 
 
Que, verificado el 23 de junio de 2022, con la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL 
MAGDALENA, no figura su expediente, es decir, que la EPS COOMEVA en liquidación no ha remitido dicho 
expediente. 
 
Concluye diciendo que, luego de 5 meses de haber apelado el dictamen emitido por la EPS COOMEVA ésta no ha 
remitido el expediente a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL MAGDALENA, 
manifestando que de esa forma, la entidad accionada, vulnera los derechos fundamentals incoados. Por lo tanto, 
en este caso, que lo que se pretende es recurrir a la acción de tutela como mecanismo urgente y transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable.  
 

3. PRETENSIONES 
  

Con base en los anteriores hechos, solicita la accionante: Que se tutelen los derechos fundamentales a la seguridad 
social y al debido proceso, y que, en consecuencia, se ordene a la EPS COOMEVA EN LIQUIDACIÓN que, en el 
término máximo de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, proceda a remitir su expediente a la JUNTA 
REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL MAGDALENA y gestione los honorarios anticipados a favor 
de la misma ante su AFP.  
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4. TRAMITE SURTIDO POR EL JUZGADO 

  
Mediante auto junio 28 de la presente anualidad, se admitió la presente Acción de tutela, procediendo a notificar 
a la entidad accionada, como también a las vinculadas, y a su vez se le requirió para que, rindieran informe 
respecto a los hechos que dieron origen a la misma.  

Frente al requerimiento que hiciera el despacho a ambas entidades, éstas guardaron silencio. -  

Pruebas:  
  
Aportadas por la parte Accionante: CARMEN EDITH BARRIOS ARRIETA  

 

1. Copia de dictamen de PCL 
2. Copia de recurso de apelación 
3. Copia de envío de recurso de apelación 
4. Copia de respuesta de la EPS COOMEVA EN LIQUIDACIÓN del 18/04/2022 
5. Copia de respuesta de la EPS COOMEVA EN LIQUIDACIÓN del 20/05/2022 

 
 

5. COMPETENCIA 
  
Este Juzgado es competente para resolver la presente acción constitucional de tutela de conformidad con lo 
previsto en el art. 86 de la Constitución Política y el art. 37 del Decreto 2591 de 1991, en concordancia con lo 
regulado en el art. 1° del Decreto 1382 de 2000.  

6. EL PROBLEMA JURIDICO 
  
El problema jurídico en el presente asunto consiste en determinar si la entidad accionada con la omisión de no 
remitir el expediente y  sufragar los honorarios de los médicos de la junta regional de calificación ha vulnerado 
los derechos invocados.  

  
7. TESIS DEL DESPACHO 

 
Conceder la protección de los derechos a la Seguridad Social y Debido Proceso vulnerados por Coomeva Eps hoy 
en Liquidación y Negar la solicitud de impartir la orden de sufragar honorarios a la Junta Regional de Calificación 
de Invalidez del Magdalena toda vez que no se acreditara que se hubiere efectuado solicitud alguna ante el fondo 
de pensiones en tal sentido  
 

8. CONSIDERACIONES 
  

Procedencia de la Acción de Tutela. 
 
Previo a definir la cuestión debatida habrá de decirse que, la Constitución de 1991 en su art 86 consagró la acción 
de tutela como un mecanismo novedoso y eficaz, desarrollada mediante la expedición del Decreto 2591 de 1.991, 
la cual tiene operatividad inmediata cuando quiera que a una persona se le violen o amenacen derechos 
constitucionales fundamentales, por la acción u omisión de una autoridad pública y excepcionalmente por 
particulares. Por tal razón, puede ser ejercida ante los Jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, 
por sí mismo a través de representante o agenciando derechos ajenos cuando el titular de los mismos no está en 
condiciones de promover su propia defensa.  
 
Sobre la naturaleza de la mencionada acción, se tiene que aquella ostenta un carácter subsidiario, en cuanto no 
procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la 
medida en que complementa aquellos medios previstos en el ordenamiento que no son eficaces para la protección 
de los derechos fundamentales. 
 

La Seguridad Social Como Derecho Fundamental 

De la lectura armónica del texto constitucional se desprende que la seguridad social tiene una doble connotación: 
en primer lugar, según lo establece el inciso 1º del artículo 48 superior, constituye un “servicio público de carácter 
obligatorio”, cuya dirección, coordinación y control está a cargo del Estado, actividades que se encuentran sujetas 
a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Aunado a lo anterior, el inciso 2º de la disposición 
constitucional en comento “garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”. 
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Asimismo, instrumentos como la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, en su artículo 22, 
expone la importancia de la seguridad social en los siguientes términos: 

“Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante 
el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de las organizaciones y los recursos de 
cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su 
dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.” 

De manera similar, el artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona, determina que: 

“Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la 
desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su 
voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia.” 

Igualmente, el artículo 9º del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, prescribe que: 

“Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y 
de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida 
digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas 
a sus dependientes.” 

La normatividad internacional anteriormente citada integra la Constitución, formando el bloque de constitucionalidad 
estricto sensu1 por mandato expreso del artículo 932 de la misma. 

Cabe advertir que, en los primeros pronunciamientos de la Corte Constitucional, la seguridad social no fue 
concebida como un derecho fundamental debido a su inclusión en el capítulo II de la Carta (de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales). Posteriormente, este Tribunal revistió de fundamentalidad este derecho, 
siempre y cuando se apreciara la existencia de un peligro potencial a la estabilidad de otros derechos como la 
igualdad, el debido proceso, la vida o la integridad física o a la perturbación de derechos en cabeza de sujetos de 
especial protección constitucional como personas de la tercera edad, mujeres embarazadas, discapacitados, entre 
otros. Finalmente, se vino a aceptar el carácter de fundamental del derecho a la seguridad social. Esta evolución 
jurisprudencial fue condensada en la sentencia T-431 de 2009 en los siguientes términos: 

“En el ordenamiento jurídico colombiano y, durante un amplio lapso, la doctrina constitucional – incluida la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional -, acogió la distinción teórica entre derechos civiles y políticos, 
de una parte, y derechos sociales, económicos y culturales, de otra. Los primeros generadores de 
obligaciones negativas o de abstención y por ello reconocidos en su calidad de derechos fundamentales 
y susceptibles de protección directa por vía de tutela. Los segundos, desprovistos de carácter 
fundamental por ser fuente de prestaciones u obligaciones positivas, frente a los cuales, por ésta misma 
razón, la acción de tutela resultaba, en principio, improcedente. 

 Sin embargo, desde muy temprano, el Tribunal Constitucional colombiano admitió que los derechos 
sociales, económicos y culturales, llamados también de segunda generación, podían ser amparados por 
vía de tutela cuando se lograba demostrar un nexo inescindible entre estos derechos de orden prestacional 
y un derecho fundamental, lo que se denominó “tesis de la conexidad”. 

Otra corriente doctrinal ha mostrado, entretanto, que los derechos civiles y políticos así como los derechos 
sociales, económicos y culturales son derechos fundamentales que implican obligaciones de carácter 
negativo como de índole positiva. Según esta óptica, la implementación práctica de todos los derechos 
constitucionales fundamentales siempre dependerá de una mayor o menor erogación presupuestaria, de 
forma tal que despojar a los derechos sociales – como el derecho a la salud, a la educación, a la vivienda, 
al acceso al agua potable entre otros - de su carácter de derechos fundamentales por ésta razón resultaría 
no sólo confuso sino contradictorio. 

                                                           
1 La Sentencia C-750 de 2008 señala: “De ahí que la Corte deba aludir en esta oportunidad al denominado bloque 
de constitucionalidad, que como lo ha considerado esta corporación, incluye normas que si bien no aparecen 
formalmente en el texto constitucional, son utilizadas como parámetros de control de constitucionalidad al tener 
jerarquía constitucional por remisión directa de la Constitución. Ellas son (i) los tratados internacionales que 
reconocen derechos humanos, y las del derecho internacional humanitario, bloque de constitucionalidad estricto 
sensu; y, (ii) aunque no tengan rango constitucional configuran parámetros para examinar la validez 
constitucional de las normas sujetas a control las leyes estatutarias, las leyes orgánicas y algunos convenios 
internacionales de derechos humanos, calificados como integrantes del bloque de constitucionalidad lato sensu”. 
(Subrayas fuera del texto). Adicionalmente, ver Sentencias C-155 de 2007, C-1042 de 2007, entre otras. 
2 Artículo 93 de la Constitución Política: “Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, 
que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el 
orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia (…)”. 
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Es por ello que en pronunciamientos más recientes esta Corte ha señalado que todos los derechos 
constitucionales son fundamentales pues se conectan de manera directa con los valores que el 
constituyente quiso elevar democráticamente a la categoría de bienes especialmente protegidos por la 
Constitución. Estos valores consignados en normas jurídicas con efectos vinculantes marcan las fronteras 
materiales más allá de las cuales no puede ir la acción estatal sin incurrir en una actuación arbitraria 
(obligaciones estatales de orden negativo o de abstención). Significan, de modo simultáneo, admitir que 
en el Estado social y democrático de derecho no todo las personas gozan de las mismas oportunidades 
ni disponen de los medios – económicos y educativos - indispensables que les permitan elegir con libertad 
aquello que tienen razones para valorar. De ahí el matiz activo del papel del Estado en la consecución de 
un mayor grado de libertad, en especial, a favor de aquellas personas ubicadas en una situación de 
desventaja social, económica y educativa. Por ello, también la necesidad de compensar los profundos 
desequilibrios en relación con las condiciones de partida mediante una acción estatal eficaz (obligaciones 
estatales de carácter positivo o de acción).” 

Lo expuesto, confluye en la consagración de la seguridad social como derecho de entidad fundamental, 
irrenunciable y atribuible a todos los habitantes de la Nación. 

Funciones de la Junta de Calificación de Invalidez frente a la figura de la incapacidad permanente 
  
De conformidad con el artículo 2.2.5.1.4 del Decreto 1072 de 2015, las Juntas Regionales y Nacional de Calificación 
de Invalidez son organismos del sistema de la seguridad social integral del orden nacional de creación legal, 
adscritas al Ministerio del Trabajo con personería jurídica, de derecho privado, sin ánimo de lucro, de carácter 
interdisciplinario, sujetas a revisoría fiscal, con autonomía técnica y científica en los dictámenes periciales, cuyas 
decisiones son de carácter obligatorio. Una de sus funciones principales es emitir los dictámenes de pérdida de 
capacidad laboral, previo estudio del expediente y valoración del paciente. Estas actuaciones deberán regirse por 
los principios constitucionales como lo son la buena fe, el debido proceso, la igualdad, la moralidad, la eficiencia, 
la eficacia, la economía, la celeridad, la imparcialidad, la publicidad, la integralidad y la unidad[34]. 
  
La Sentencia C-1002 de 2004, se refirió respecto de las funciones de las  juntas de calificación de invalidez, en los 
siguientes términos: 
  

“Las juntas de calificación de invalidez, tanto las regionales como la junta nacional, son organismos 
de creación legal, integrados por expertos en diferentes disciplinas, designados por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social –hoy, Ministerio de la Protección Social- para calificar la invalidez en 
aquellos eventos en que la misma sea necesaria para el reconocimiento de una prestación. De 
conformidad con los artículos acusados, los miembros de las juntas de calificación de invalidez no 
son servidores públicos y reciben los honorarios por sus servicios de las entidades de previsión o 
seguridad social ante quienes actúan, o por la administradora a la que esté afiliado quien solicite sus 
servicios. Del contenido de la normativa legal se tiene que el fin de las juntas de calificación de 
invalidez es la evaluación técnica científica del grado de pérdida de la capacidad laboral de los 
individuos que se sirven del sistema general de seguridad social. El dictamen de las juntas de 
calificación es la pieza necesaria para la expedición del acto administrativo de reconocimiento o 
denegación de la pensión, propiamente dicho.”. 

  
Por su parte la Ley 1562 de 2015 establece como función común de las Juntas Regionales y Nacional de 
Calificación de invalidez, la emisión de los dictámenes, previo estudio del expediente y valoración del paciente. 
  
La misma normatividad establece que las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez tienen como función 
primordial emitir en primera instancia la decisión respecto del origen y la pérdida de la capacidad laboral u 
ocupacional y su fecha de estructuración, así como la revisión de la pérdida de capacidad laboral y estado de 
invalidez[35]. Agrega que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez decidirá en segunda instancia el recurso de 
las apelaciones contra los dictámenes de las Juntas Regionales. 
  
La sentencia C-1002 de 2004 al respecto indicó lo siguiente: 
  

“El dictamen de las Juntas de Calificación de Invalidez, es la pieza necesaria para la expedición del 
acto administrativo de reconocimiento o denegación de la indemnización (…) puesto que constituye 
el fundamento jurídico autorizado, de carácter técnico científico, para proceder con el reconocimiento 
de las prestaciones sociales cuya base en derecho es la pérdida de la capacidad laboral de los 
usuarios del sistema de seguridad social (...). Estos dictámenes deben contener decisiones expresas 
y claras sobre el origen, fecha de estructuración y calificación porcentual de pérdida de la capacidad 
laboral”. 
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Se puede inferir de lo anterior, que el dictamen de pérdida de capacidad laboral proferido por las Juntas de 
Calificación de Invalidez es indispensable para poder acceder a la indemnización por incapacidad permanente, 
pues de este se podrá establecer el monto que corresponde. 
  
4.6    Honorarios de los Miembros de las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez 
  
El dictamen proferido por las Juntas de Calificación de Invalidez permite que se reconozca y pague ciertas 
prestaciones sociales a aquellos sujetos que han tenido una disminución en su capacidad laboral, por este motivo 
es indispensable acceder a dicha calificación. 
  
Los integrantes de las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez no reciben salario sino honorarios. De 
conformidad con el artículo 17 de la Ley 1562 de 2012, estos emolumentos estarán a cargo de la entidad 
Administradora del Fondo de Pensiones o la Administradora de riesgos laborales. 
  

“Artículo 17. Honorarios Juntas Nacional y Regionales. Los honorarios que se deben cancelar a 
las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, de manera anticipada, serán pagados 
por la Administradora del Fondo de Pensiones en caso de que la calificación de origen en primera 
oportunidad sea común; en caso de que la calificación de origen sea laboral en primera oportunidad 
el pago debe ser cubierto por la Administradora de Riesgos Laborales, conforme a la reglamentación 
que expida el Ministerio de Trabajo. 
El Ministerio de Trabajo dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente ley, 
reglamentará la materia y fijará los honorarios de los integrantes de las juntas. 
Parágrafo. Las juntas de calificación percibirán los recursos de manera anticipada, pero los 
honorarios de los integrantes sólo serán pagados hasta que el respectivo dictamen haya sido 
expedido y entregado, recursos que deben ser diferenciados y plenamente identificables en la 
contabilidad.” 
 

La Corte Constitucional en Sentencia C-164 de 2000 determinó que era deber del Estado salvaguardar a los sujetos 
que por su condición física, económica o mental se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta. Por esta 
razón, debe evitar un trato favorable respecto de aquellos que cuenten con los recursos económicos para que su 
salud física o mental sea evaluada, habida cuenta que “la seguridad social es un servicio público de carácter 
obligatorio, que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad”[36]. 
  
En atención a lo enunciado anteriormente, la prestación de un servicio esencial en materia de seguridad social, 
como lo es el examen de pérdida de capacidad laboral, no puede condicionarse a un pago. Puesto que, se “elude 
la obligatoriedad y la responsabilidad del servicio público, y promueve la ineficiencia y la falta de solidaridad de las 
entidades de seguridad social, a la vez que convierte en ilusorio el principio de la universalidad”[37] 
  
La Sentencia C-298 de 2010 declaró inexequible el Decreto Legislativo 074, por medio del cual el Gobierno modificó 
el régimen del Fondo de Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito. Toda vez que reglamentaba que para poder 
acceder a la indemnización por incapacidad permanente, quien requería de la valoración por parte de la Junta de 
Calificación de Invalidez debía asumir el costo de los honorarios. 
  
De la misma manera, la Sentencia T-045 de 2013 estipuló que: 
  

“las Juntas de Calificación de Invalidez, tienen derecho a recibir el pago de sus honorarios; sin 
embargo, va en contra del derecho fundamental a la seguridad social exigir a los usuarios asumir el 
costo de los mismos como condición para acceder al servicio, pues son las entidades del 
sistema, ya sea la entidad promotora de salud a la que se encuentre afiliado el solicitante, el fondo 
de pensiones, la administradora o aseguradora, la que debe asumir el costo que genere este 
trámite, para garantizar de manera eficiente el servicio requerido.” (Subrayas y negrillas fuera 
del texto original) 

  
El artículo 50 del Decreto 2463 de 2001, adiciona que el aspirante a beneficiario también puede sufragar los 
honorarios de la Junta de Calificación de Invalidez. No obstante, podrá pedir su reembolso siempre y cuando se 
establezca un porcentaje de pérdida de capacidad laboral. Al respecto es importante mencionar, que para aquellos 
que no cuentan con los recursos económicos para pagar el costo de la valoración, se podría dificultar la realización 
del procedimiento, y por ende, su acceso a la seguridad social, el cual es un servicio público de carácter obligatorio 
y un derecho irrenunciable. Además, se debe resaltar que este derecho se funda sobre el principio de solidaridad, 
estipulado en el artículo 2º de la Ley 100 de 1993“Es la práctica de la mutua ayuda entre las personas, las 
generaciones, los sectores económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio del más fuerte hacia el 
más débil.”. Esto quiere decir, según la Sentencia C-529 de 2010, que las contingencias que afecten el mínimo 
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vital y que no puedan ser cubiertas por la persona que la padeció, se deben cubrir a través del esfuerzo de todos 
los miembros de la sociedad, pues de no ser así, el sistema de seguridad social sería inoperante. 
  
Al respecto, la Sentencia T-349 de 2015, dispuso que: 
 “En estos caso se mengua la obligatoriedad y la responsabilidad del servicio público, como también se 
aprecia la falta de solidaridad de las entidades de seguridad social propias de un Estado Social de Derecho 
respecto de la actividad aseguradora, que reviste interés público, principalmente, cuando se le niega el 
acceso al beneficiario a conocer su estado de salud y su consiguiente derecho a ser evaluado y 
diagnosticado.”[38]  

  
Se concluye que las Juntas de Calificación de Invalidez son las encargadas de proferir el dictamen de pérdida de 
capacidad laboral, cuando esta sea necesaria para acceder al reconocimiento y pago de cualquier clase de 
prestación social que pretenda garantizar el mínimo vital y la vida en condiciones dignas de las personas. El artículo 
17 de la Ley 1562 de 2012, establece que quiénes deben asumir el pago de los honorarios de las Juntas de 
Calificación de Invalidez son las entidades Administradoras de Fondos de Pensión o las Administradoras de 
Riesgos Laborales, “ya que al ser un servicio esencial en materia de seguridad social, su prestación no puede estar 
supeditada al pago que haga el interesado, pues este criterio elude el principio solidaridad al cual están obligadas 
las entidades de seguridad social”[39]. Sin embargo, como se expuso, la jurisprudencia de esta Corporación dispone, 
bajo el mismo criterio, que las aseguradoras también podrán asumir el pago de los honorarios de las Juntas de 
Calificación de Invalidez. 
 

9. CASO CONCRETO 

 

En el presente asunto la señora CARMEN EDITH BARRIOS ARRIETA pretende se le ampare los derechos 
invocados, los cuales considera vulnerados por COOMEVA EPS. EN LIQUIDACIÓN, por cuanto a pesar de los dos 
requerimientos que ésta le hizo para que enviara a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIONES DE INVALIDEZ 
DEL MAGDALENA, su expediente por causa de la apelación que ella misma hiciera sobre su calificación, ésta, al 
23 de junio del presente año, aún no lo había remitido, como tampoco los honorarios que deben ser cancelados a 
la junta para que se surta la doble instancia. 

Cumplimiento de los requisitos de procedencia de la acción de tutela. 

Condiciones de procedibilidad de la acción de tutela. –  
 
Legitimación en la causa por activa.    
  
Según el artículo 86 superior, la acción de tutela es un mecanismo judicial preferente y sumario, al que puede 
acudir cualquier persona cuando sus derechos fundamentales resulten vulnerados o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública o por los particulares en los casos señalados en la ley. En desarrollo de 
este mandato constitucional, el artículo 10° del Decreto-Ley 2591 de 1991, “Por el cual se reglamenta la acción de 
tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”, precisa lo siguiente:  
   
“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquier persona vulnerada o amenazada 
en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se 
presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en 
condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal  
 
circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los 
personeros municipales”.   
 
Por tanto, para el despacho, tendrá que la presente solicitud de tutela cumple con el requisito de la legitimación en 
la causa por activa, en la medida en que es la misma solicitante, quien interpone la acción de tutela como presunto 
afectado en su derecho fundamental.   
  
Legitimación en la causa por pasiva. -  
  
Respecto de la legitimación en la causa por pasiva en la acción de tutela, los artículos 5º, 13 y 42 del Decreto-Ley 
2591 de 1991, prevén que esta se puede promover contra todas las autoridades públicas y, también, contra los 
particulares que estén encargados de la prestación de un servicio público, o, respecto de quienes el solicitante se 
halle en situación de subordinación e indefensión.  
   
Bajo esta premisa, considera el despacho que, la solicitud de tutela cumple con este requisito, en cuanto que la 
accionada COOMEVA EPS., EN LIQUIDACION es la entidad con las que alega la accionante se encuentra siendo 
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vulnerados sus derechos fundamentales., y la cual presta el servicio de salud a la actora y en primera medida quien 
calificó la pérdida de capacidad laboral.   
  
Inmediatez  
  
La finalidad de la acción de tutela es garantizar una protección efectiva, actual y expedita ante la transgresión o 
amenaza inminente de un derecho fundamental, motivo por el cual, entre la ocurrencia de los hechos en que se 
funde la pretensión y la presentación del escrito de tutela, debe haber trascurrido un lapso razonable.   
  
Con relación a la eficacia de la acción de tutela la Corte Constitucional ha señalado que la misma debe ejercitarse 
dentro de un término razonable que permita la protección inmediata del derecho fundamental presuntamente 
trasgredido o amenazado, contrario sensu, “el amparo constitucional podría resultar inocuo y, a su vez, 
desproporcionado frente a la finalidad que persigue, que no es otra que la protección actual, inmediata y efectiva 
de los derechos fundamentales.”  
  
En el presente asunto es posible determinar si se cumple con el requisito de inmediatez toda vez que la parte 
accionante manifestó en su escrito de tutela que su solicitud de envío del expediente, lo hizo en abril del presente 
año, el primero, y el segundo en el mes de mayo del presente año, por tanto entre la presunta vulneración de los 
derechos fundamentales invocados por la accionante y la interposición de esta tutela, ha transcurrido un término 
razonable.   
 
Subsidiariedad.  
  
La acción de tutela es un mecanismo de defensa constitucional preferente y sumario, consagrado por el artículo 86 
de la Constitución Política, para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, 
la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando quiera que éstos resulten amenazados o 
vulnerados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de particulares que presten un servicio público 
y respecto de los cuales el afectado se encuentre en circunstancias de subordinación o indefensión.   
  
La acción que resulta procedente siempre y cuando no exista otro medio judicial de defensa para lograr la 
satisfacción o reparación del derecho coartado o puesto en peligro, de tal manera que no ha sido instituida para 
suplantar los procedimientos ordinarios ni para invadir la órbita de competencia de otras jurisdicciones.   
  
Esta Corporación ha señalado que el ordenamiento jurídico dispone de una serie de recursos y procesos que 
tienen como propósito la protección de los derechos de las personas.  
 
En este orden de ideas, desconocer el carácter subsidiario de la acción de tutela vaciaría de contenido los otros 
mecanismos de defensa judiciales que han sido previstos en las normas constitucionales y legales para 
salvaguardar los derechos invocados. 
  
Sobre el particular, la Corte ha indicado que cuando una persona acude al amparo constitucional con el fin de que 
le sean protegidos sus derechos, no puede desconocer las acciones jurisdiccionales contempladas en el 
ordenamiento jurídico, ni pretender que el juez de tutela adopte decisiones paralelas a las del funcionario que, 
dentro del marco estructural de la administración de justicia, es el competente para conocer un determinado 
asunto. 
  
10.  De acuerdo con lo expuesto, es procedente el amparo constitucional cuando el actor no cuenta con un 
mecanismo ordinario de protección. Sin embargo, conforme a la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de 
subsidiariedad que rige la acción de tutela también debe analizarse de una manera flexible, cuando así lo amerite 
el caso concreto. En ese orden de ideas, con fundamento en los artículos 86 superior y 6º del Decreto 2591 de 
1991, este Tribunal ha determinado que existen dos excepciones que justifican la procedibilidad de la acción de 
tutela, aún en aquellos eventos en que exista otro medio de defensa judicial, así: 
  
(i)  Cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las controversias no es idóneo y eficaz 
conforme a las especiales circunstancias del caso que se estudia; escenario en el que el amparo es procedente 
como mecanismo definitivo; y, 
  
(ii)   Cuando, a pesar de existir un medio de defensa judicial idóneo, este no impide la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable; circunstancia en la que la acción de tutela procede como mecanismo transitorio. 
  
11.  Las anteriores reglas implican que, de verificarse la existencia de otros medios de defensa judiciales, debe 
evaluarse en cada caso la idoneidad del mecanismo propuesto, para determinar si dicho medio judicial tiene la 
capacidad de restablecer de forma efectiva e integral los derechos invocados. Este análisis debe ser sustancial y 
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no simplemente formal. Además, tendrá en cuenta que el juez de tutela no puede suplantar al juez ordinario. Así, 
en caso de evidenciar la falta de idoneidad del otro mecanismo, el amparo procede de manera definitiva. 
  
12.  En el caso de sujetos de especial protección constitucional, esta Corporación ha reconocido una mayor 
flexibilidad en el análisis del requisito de subsidiariedad. En efecto, la jurisprudencia ha sostenido que el juez de 
tutela debe brindar un tratamiento diferencial al accionante y verificar si este se encuentra en la posibilidad de 
ejercer el medio de defensa, en igualdad de condiciones al común de la sociedad 
 
De esa valoración dependerá establecer si el presupuesto mencionado se cumple o no en el caso concreto.3 
Procedencia Excepcional de la Acción de Tutela  en Materia de Seguridad Social  

La Corte Constitucional ha sostenido que, en principio, la acción de tutela no puede ejercerse con el fin de obtener 
la titularidad de derechos en materia de seguridad social, puesto que, el legislador ha establecido un escenario 
judicial concreto para los eventuales conflictos que surjan a propósito de la exigencia de este derecho, es decir, la 
jurisdicción ordinaria en sus especialidades laboral y de seguridad social, según el artículo 2º del Código Procesal 
del Trabajo y de la Seguridad Social: 

“La Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social conoce de: (…) 4. Las 
controversias referentes al sistema de seguridad social integral que se susciten entre los afiliados, 
beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, cualquiera que 
sea la naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se controviertan.” 

Sin embargo, la jurisprudencia de esta Corporación, con base en el artículo 86 de la Constitución, ha indicado dos 
excepciones a la regla general de improcedencia.  

En primer lugar, la acción de tutela procederá como mecanismo principal en el evento que el medio judicial previsto 
para este tipo de controversias no resulte idóneo y eficaz en el caso concreto.”  

En segundo lugar, procederá como mecanismo transitorio, a pesar de la existencia de un medio judicial ordinario 
idóneo y eficaz, cuando es necesaria para evitar un perjuicio irremediable.  

En palabras de la sentencia T-301 de 2010: 

“Esta Corporación en reiterada jurisprudencia ha indicado que la acción de tutela no procede, en principio, 
para ordenar el reconocimiento de prestaciones derivadas del derecho a la seguridad social. El sustento 
de esta postura, radica en el carácter subsidiario que el artículo de la Constitución y el numeral 1º del 
artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 le dieron a la acción de tutela ante la existencia de otros recursos o 
medios de defensa judiciales 

Sin embargo, la jurisprudencia constitucional ha establecido dos excepciones a esta regla general de 
improcedencia; la primera de ellas se presenta cuando no existe mecanismo de defensa judicial o 
existiendo, no resulta idóneo ni eficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales 
comprometidos, evento en el cual la tutela procede de manera definitiva; y la segunda, cuando el 
accionante está en presencia de un perjuicio irremediable, caso en que se concede la acción como 
mecanismo transitorio. 

En el primer caso, para determinar la procedencia excepcional de la acción, el juez debe hacer un 
análisis de la situación particular del actor y establecer si el medio de defensa judicial ordinario es 
lo suficientemente idóneo para proteger de manera integral sus derechos fundamentales, ya que, 
en caso de no serlo, el conflicto planteado trasciende del nivel puramente legal para convertirse en un 
problema de carácter constitucional.”(Subraya y negrilla fuera de texto) 

Según la jurisprudencia constitucional para determinar la configuración de un perjuicio irremediable, deben 
observarse los siguientes elementos: 

(i) El perjuicio ha de ser inminente, esto es, que está por suceder; 

(ii) Las medidas necesarias para evitarlo han de ser urgentes, con el fin de dar una solución adecuada frente a la 
proximidad del daño y para armonizarlas con las particularidades del caso; 

(iii) El perjuicio debe ser grave, es decir, susceptible de ocasionar un detrimento significativo en el haber jurídico 
(moral o material) de una persona. 

(iv) La respuesta requerida por vía judicial debe ser impostergable, dicho en otros términos, basada en criterios de 
oportunidad y eficiencia con el objeto de precaver la consumación de un daño antijurídico irreparable 

                                                           
3 T- 01-2021 
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Entonces, la procedencia excepcional de la acción de tutela requiere que el juez de los derechos fundamentales 
realice un análisis concreto del caso, para así determinar si el medio de defensa judicial ordinario es idóneo para 
proteger tales derechos. 

Cabe advertir que el juicio de procedibilidad de la acción de tutela se torna menos riguroso frente a los sujetos de 
especial protección constitucional, es decir, los niños y las niñas, las personas que sufren algún tipo de 
discapacidad, las mujeres embarazadas o la población de la tercera edad, entre otros, como consecuencia del 
estado de debilidad manifiesta en el que se encuentran y del especial amparo que la Constitución Política les brinda 
(artículo 13 Superior). Sobre el particular esta Corporación ha señalado:  

“(…) es pertinente acotar que, en materia de procedibilidad de la acción de tutela, la Corte ha manifestado 
que, no obstante la rigurosidad con que el juez debe evaluar los requisitos exigidos para dar curso al 
mecanismo de amparo, existen situaciones especiales en las que el análisis de procedencia de la acción 
debe desatarse de manera más amplia y permisiva, en atención a la especial naturaleza de las personas 
que solicitan la protección de sus derechos constitucionales fundamentales.”4  

Finalmente, sobre el requisito se subsidiariedad, la Sala advierte que al tratarse de una controversia relacionada 
con un contrato de seguros, en principio, esta debería ser resuelta por la jurisdicción ordinaria civil, en tanto el 
Legislador previó la posibilidad de acudir a varias clases de procesos para el efecto, los cuales se encuentran 
previstos en el Código General del Proceso y dependen del tipo de controversia originada en la relación de 
aseguramiento.[34]  
 
No obstante, esta Corporación ha admitido la procedencia excepcional de la acción de tutela para pronunciarse 
sobre controversias surgidas con ocasión del contrato de seguro, cuando, por ejemplo, (i) se verifica una grave 
afectación de los derechos fundamentales de un sujeto de especial protección constitucional, como ocurre en el 
caso de las personas con una considerable pérdida de su capacidad laboral y que, además, no tienen ningún tipo 
de ingreso; o (ii) en el supuesto en que, a pesar de la clara e inequívoca demostración del derecho reclamado para 
hacer efectiva la póliza, el incumplimiento de las obligaciones contractuales de la aseguradora, ocasiona que se 
inicie proceso ejecutivo en contra del reclamante.[35] 

  
En el presente caso se tiene que la actora  fue calificada inicialmente con una Perdida de capacidad laboral superior 
al 50%  que se estima considerable dado que podría dar origen a una eventual pension de invalidez  sin embargo 
en el presente caso del formato de calificacion se desprende que la misma se encuentra laborando en TEMPORAL 
ACTIVAS SAS  
 

 
 
De esta manera  la calificacion a la fecha no lo inhabilita para seguir laborano y tampoco se encuentra acreditado 
que a la fecha se encuentra incapacitado. 
 
De esta manera en torno a la solicitud de los honorarios estima el despacho que ello puede ser solicitado por la 
parte actora al fondo de pensiones al quedar demostrado que la calificacion en primera instancia tuvo origen comun 
. 
 
Es de traer a colación que  en tratándose de controversias relacionadas con el pago de honorarios a las Juntas de 
Calificación de Incapacidades ya regionales o nacionales, para la realización de los dictámenes de calificación, ha 
dicho la Corte en la sentencia T-00045-2013. 

“5. El derecho que tienen las Juntas de Calificación de Invalidez a recibir honorarios y quienes deben asumirlos. 
 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 41 la Ley 100 de 1993, las Juntas de Calificación de Invalidez, al igual 
que otras entidades como las EPS y las ARP, pertenecientes al Sistema General de Seguridad Social, les 
corresponde llevar a cabo la calificación del estado de invalidez de los usuarios.  
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A su turno, el artículo 11 del Decreto 2463 de 2001, mencionado anteriormente, determinó que las Juntas de 
Calificación de Invalidez son organismos autónomos de carácter privado, sin personería jurídica, entre otras 
características, integrados por sujetos designados por el Ministerio de Trabajo, los cuales no perciben salario y solo 
tienen derecho a los honorarios que se estipulan en el mencionado decreto. 
 
El artículo 43 del Decreto 1295 de 1994 señaló que los costos por el trámite ante las Juntas de Calificación de 
Invalidez debían ser asumidos por el solicitante, de acuerdo con el reglamento que el Gobierno Nacional expidiera, 
lo cual fue objeto de estudio constitucional por parte de esta corporación. Así, a través de la sentencia C-164 de 
2000, se advirtió que quien debe asumir tales costos, los cuales incluyen los honorarios de los miembros de dichas 
juntas, son las entidades de previsión social. Consecuentemente, se declaró inexequible la expresión según la cual 
los gastos se encontraban a cargo de quien solicitara el servicio. 
 
No obstante, los miembros de la Juntas también tienen derecho a que su actividad sea remunerada5, en ese 
sentido, la Ley 100 de 1993 indica en sus artículos 42 y 43, que tales honorarios les corresponde asumirlos a la 
entidad de previsión social a la que se encuentre afiliado quien solicita el servicio. 
 
De la misma manera, el Decreto 2463 de 2001 señala que la remuneración de las Juntas están a cargo de la 
entidad de previsión social, la sociedad administradora a la que se encuentre afiliado el solicitante, la compañía de 
seguros, el pensionado por invalidez, entre otros, y que si, dado el caso, el interesado es quien asume los costos 
generados por este trámite, tiene derecho a que esos dineros sean reembolsados.6  
 
Así lo ha entendido la jurisprudencia de esta Corte al señalar: 
 

“De los anteriores enunciados normativos se colige que los honorarios de los miembros de las 
Juntas Regionales de Calificación de Invalidez y los de la Junta Nacional de Calificación de 
Invalidez serán pagados, en todo caso, por la entidad de previsión o seguridad social o la sociedad 
administradora a la que esté afiliado el solicitante. Por lo tanto, según la Ley 100 de 1993, no 
resulta conducente obligar a los ciudadanos a sufragar dichos costos o suspender el trámite del 
dictamen por dicho concepto.  
 
5. La regla jurisprudencial que se configuró desde entonces es que no es el empleado quien debe 
asumir el pago de los honorarios de tales juntas. El artículo 42 de la Ley 100 de 1993 señala que 
ello corresponde a la entidad de previsión o seguridad social o la sociedad administradora del 
caso. Este criterio ha sido reiterado por la Corte Constitucional en sede de tutela”7.  
 

Cabe precisar que la regla sobre el pago de honorarios a las Juntas de Calificación de Invalidez, se aplica para la 
calificación de cualquier tipo de incapacidad, no solo para asuntos laborales, como bien lo señaló la corporación 
en sentencia T-033 de 2004: “La razón para considerar que es inconstitucional que el costo del dictamen sea 
sufragado por el trabajador solicitante,  se predica para toda clase de controversias sobre incapacidad”. 

Bajo ese entendido, queda claro que según lo señalado por la ley y la jurisprudencia de este tribunal, las Juntas de 
Calificación de Invalidez, tienen derecho a recibir el pago de sus honorarios; sin embargo, va en contra del derecho 
fundamental a la seguridad social exigir a los usuarios asumir el costo de los mismos como condición para acceder 
al servicio, pues son las entidades del sistema, ya sea la entidad promotora de salud a la que se encuentre afiliado 
el solicitante, el fondo de pensiones, la administradora o aseguradora, la que debe asumir el costo que genere este 
trámite, para garantizar de manera eficiente el servicio requerido.” 

Por su parte, el Decreto 2463 de 2001, que reglamenta los artículos 42 y 43 de la Ley 100 de 1993, establece en 
su artículo 50, incisos 1º y 2º lo concerniente a quién corresponde cancelar los honorarios de las Juntas de 
Calificación de Invalidez: 
 
 “Salvo lo dispuesto en el artículo 44 de la ley 100 de 1993, los honorarios de los miembros de las Juntas de 
Calificación de Invalidez serán pagados por la entidad de previsión social, o quien haga sus veces, la 
administradora, la compañía de seguros, el pensionado por invalidez, el aspirante a beneficiario o el empleador. 
Cuando el pago de los honorarios de las Juntas de Calificación de Invalidez hubiere sido asumido por el interesado, 

                                                           
5 Sentencia T-236A de 2002: “En efecto, la Junta de Calificación de Invalidez no está obligada a prestar sus 
servicios si no se efectúa el pago de los respectivos honorarios por parte de la “entidad de previsión o seguridad 
social o la sociedad administradora o la compañía de seguros, a la que se encuentre vinculado el afiliado, el 
pensionado por invalidez, o el beneficiario invalido”. 
6 Decreto 2463 de 2011, artículo 5º incisos 1º y 2º. 
7 Sentencia T-208 de 2010. Ver  entre otras Sentencia T-236A-02. 
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tendrá derecho al respectivo reembolso por la entidad administradora de previsión social o el empleador, una vez 
la junta dictamine que existió el estado de invalidez o la pérdida de capacidad laboral”.  
 
Así mismo, la Ley 1562 de 2012, establece en su artículo 17 que,  
 
“(…) los honorarios que se deben cancelar a las Juntas Regionales y Nacional de Calificación de Invalidez, de 
manera anticipada, serán pagados por la Administradora del Fondo de Pensiones en caso de que la calificación de 
origen en primera oportunidad sea común; en caso de que la calificación de origen sea laboral en primera 
oportunidad el pago debe ser cubierto por la Administradora de Riesgos Laborales, conforme a la reglamentación 
que expida el Ministerio de Trabajo (…)  
 
Parágrafo. Las juntas de calificación percibirán los recursos de manera anticipada, pero los honorarios de los 
integrantes sólo serán pagados hasta que el respectivo dictamen haya sido expedido y entregado, recursos que 
deben ser diferenciados y plenamente identificables en la contabilidad”. 
 
De acuerdo a esta normatividad tales honorarios en tanto se dictaminó en primera instancia el origen comun  
corresponderia al fondo de pensiones, pero Tambien podría ser asumino por el beneficiario y ser rembolsado , sin 
embargo, tal como se anunció lineas arriba, en el sub lite conforme a las prueban que obran  en el expediente de 
tutela no obra tal solicitud  es decir no se probó  haberse efectuado por la parte accionante petición al fondo de 
pensiones al que está afiliada la parte accionante   y que estima el despacho ha de efctuarse previo a acudirse a 
la accion de tutela y no acudirse directamente a la accion constitucional  para que se orden a través de ésta 
supliendo tal carga.  
 
En este orden para efectos de ordenarse que se sufraguen los honorarios considera el despacho la accion de tutela 
no resulta procedente dado que no se cumple con el principio de subsidiariedad porque la actora cuenta con otros 
medios a los cuales no se ha acudido sin que se evidence y demuestre un perjuicio irremediable que torne imperioso 
que a través de la accion de tutela se ordene  el pago de honorarios a la junta Regional de Calificacion de Invalidez, 
cuando no se demostró  por la parte accionante siquiera haber elevado ante el fondo de pensiones a la que se 
encuentra afiliada una solicitud en tal sentido.  
 
Ahora bien cosa distinta ocurre en torno a la solicitud de la remission del expediente por parte de la EPS COOMEVA  
hoy en liquidacion .  
 

Frente a las funciones de las Juntas Regionales y Nacionales de Calificación de Invalidez, la sentencia C-1002 de 
2004, determinó:  

“Las juntas de calificación de invalidez, tanto las regionales como la junta nacional, son organismos de creación 
legal, integrados por expertos en diferentes disciplinas, designados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social –hoy, Ministerio de la Protección Social- para calificar la invalidez en aquellos eventos en que la misma 
sea necesaria para el reconocimiento de una prestación.  

Conforme a lo anterior, el fin de las juntas de calificación de invalidez es la evaluación técnica científica del grado 
de pérdida de la capacidad laboral de los individuos que se sirven del sistema general de seguridad social. Siendo 
el dictamen de las juntas de calificación necesario para la expedición del acto administrativo de reconocimiento o 
denegación de la pensión, propiamente dicho” 

En el caso sub exámine se pretende por parte de la actora CARMEN EDITH BARRIOS ARRIETA, se le tutelen sus 
derechos fundamentales al Debido Proceso, y Seguridad Social y se ordene a COOMEVA EPS., EN LIQUIDACIÓN, 
envíe a la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Magdalena, el expediente que contiene su historia clínica 
y la calificación de PCL., que le hiciera COOMEVA EPS.  
 
En este orden, y de acuerdo a lo expuesto se encuentra entonces acreditado que en efecto el 24 de abril  de 2022 
la actora, en virtud de una calificación de PCL., que le hiciera COOMEVA EPS., EN LIQUIDACIÓN, con cuya 
calificación no estuvo de acuerdo, le solicitó a la EPS., enviara a la JUNTA DE CALIFICACIÓN REGIONAL DEL 
MAGDALENA, su historia clínica, junto con los correspondientes honorarios,  y  le gestionara ante el fondo de 
pensiones a la cual ella está Afiliada en pensiones. 

Una vez  noticiada la accionada Junta regional de calificación de invalidez del Magdalena, no contesto el 
requerimiento, por lo que opera en este caso la presunción de veracidad que está contenida en el artículo 20 del 
Decreto 2591 de 1991 y se tiene por cierto el hecho que no se ha remitido el expediente a lo que se suma que a 
través de la Secretaria del despacho se efectuó llamada y se confirmó que no se había recibido el expediente .  

Al tener dentro de sus funciones la Junta de Regional de Perdida de Calificacion de Invalidez la decisión respecto 
del origen y la perdida de la capacidad laboral u ocupacional, necesario para la expedición del acto administrativo 
de reconocimiento o denegación de la pensión, propiamente dicho, al no efectuarse por parte de la EPS  la remisión 
del expediente de manera oportuna para que se desate el recurso interpuesto, se evidencia la transgression del 
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derecho a la seguridad social, por lo que es necesario salir en su amparo.  Y en torno al debido proceso se estima 
vulnerado como quiera que al no efectuarse la remision del expediente se evidencia la transgression del derecho 
a la doble instancia que hace parte de este derecho.  

Por tal motivo se declara la violación del derecho fundamental a la seguridad social y Debido Proceso , ordenando 
en consecuencia a COOMEVA EPS, EN LIQUIDACIÓN, a través de su gerente  liquidador que, en el término de 
las 48 horas seguidas a la notificación de esta tutela, envíe si aun no lo ha hecho, a la JUNTA DE CALIFICACIÓN 
DE INVALIDEZ REGIONAL DEL MAGDALENA, el expediente contentivo con todos los documentos necesarios 
para que la junta en mención decida en segunda instancia sobre el recurso de apelación interpuesto  por la 
accionante CARMEN EDITH BARRIOS ARRIETA. 

Aunado a lo anterior se advertirá a la Junta que se abstenga de devolver el expediente  y de espera a que se 
sufraguen los honorarios, por lo que se conmina a la parte  actora que proceda  de conformidad a lo expuesto en 
la parte considerativa.  

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Valledupar, 
administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley 

RESUELVE: 

PRIMERO. – TUTELA el amparo del derecho fundamental a la seguridad social y Debido Proceso  de la señora 
CARMEN EDITH BARRIOS ARRIETA, dentro de la acción de tutela seguida en contra COOMEVA EPS, EN 
LIQUIDACIÓN, conforme las razones expuesta en las consideraciones de esta providencia.   

SEGUNDO. – ORDENAR  a COOMEVA EPS, EN LIQUIDACIÓN, a través de su gerente  liquidador que, en el 
término de las 48 horas seguidas a la notificación de esta tutela, envíe si aun no lo ha hecho, a la JUNTA DE 
CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ REGIONAL DEL MAGDALENA, el expediente contentivo con todos los 
documentos necesarios para que la junta en mención decida en segunda instancia sobre el recurso de apelación 
interpuesto  por la accionante CARMEN EDITH BARRIOS ARRIETA contra el dictamen de PCL efectuado por la 
EPS COOMEVA  

Aunado a lo anterior se advertirá a la Junta que se abstenga de devolver el expediente  y de espera a que se 
sufraguen los honorarios, por lo que se conmina a la parte  actora que proceda  de conformidad a lo expuesto en 
la parte considerativa.  

TERCERO. –NEGAR la solicitud de ordenar el pago de honorarios a la Junta Regional de Calificacion de Invalidez 
por la razón expuesta en la parte considerativa de éste proveído.   

CUARTO: Prevenir al gerente liquidador de la entidad accionada COOMEVA EN LIQUIDACIÓN para que, una vez 
cumpla lo aquí ordenado, lo comunique de inmediato a este Juzgado. En caso de no hacerlo, se dará aplicación a 
lo dispuesto en el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991.  

QUINTO. - NOTIFICAR este fallo a las partes intervinientes por el medio más expedito (artículo 16 del Decreto 
2591 de 1991).  

SEXTO. - ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnado este fallo. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LILIANA PATRICIA DIAZ MADERA 
Juez 

 

 

 

      

  

  
 


